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30283pn:scntc resolución que:, por I~ demás, no puede sino rC'itC'r~r en su
integridad la doctrina ya manifestada por este Centro d¡n:ctlvo (vid.
Rcsolucíoncs de 5. 6 Y 7 de febrero de J990, que por cierto se
pronunciaron con ocasión de cxpcdicn!cs planteados ante el mismo
Notario \ el mismo Registrador que suscitan el que ahora se debate) en
el sentido de confirmar la validez de la estipulación que extiende a la
obligación de abono de intCTeses pqf el aplazamiento del pago del precio;
la cotC'rtura inherente a la condición f('50lulorla explícita del articulo
1.504 del Código Civil.

1. En cuanto al segundo de los defectos de la nota, debe rC'chuZJrse
la confusión y contradicción apuntadu por el Registrador, toda w:z Que
se 114¡!I<¡n perfectamentc driinidos en todos sus aspectos y deslindados
c111r(' SI -con todas las consecuencias jurídicas inherentcs- el precio al
contado. el pre.:ío aplazado y la obligación de interescs,-por cuanto en
la escritura calificada expresamente· se establece que «el precio de
contado dc esta \'Cnta se fija en 2.402.000 pesctas, de las cuajes 422.957
pcsC'tas se declaran recibidas con anterioridad, yel resto de 1.979.043
pc"setas, incrementado con el interés anual del 12..por 100, que la
voluntad negociaJ constituye como una sola obligación integ~~t.... de la
contraprestación básica del comprador, se aplaza. paro ser satisfecho por
éste en 11:0 plazos mensuales, los dias Ide cada mes, desde el J de
agosto dc '1989 al I d(" julio de 1999. ambos inclusive. de un importe
unitario de 28.393 pesetas cada uno de el1os,'excépto el último que es
de 28.514 pesetas», y además,"'sC iilcorpora a la escritura un cuadro de
arnortizaC'ión firmado por ambas part('s, en el que se especifica,
siguiendo el sistema francés, la composición de cada una de las cuotas
constantes. esto es, qué palie de las mismas corresponde a amortización
de capital y cuál a abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de
abonarse por intereses exceda de una anualidad de intereses computada,
mes a mes, sobre el lOtal del capital garantizado.

3. El tercero de los defectos de la nota aunque se predica tanto de
la cláusula penal estipulada como de la estipulación -igualmente
incluida en el titulo calificado-efl cuya virtud 'el comprador habrá de
abonJr, en caso de resolución. una determinada cantidad en concepto de
uso y utilización del piso vendido, es impugnado exclusivamente en
.cuanto se refiere a la no inscripción de la cláusula penaL)' concretados
3 este ámbito, ha de reiterarse la doctrina sen\aQa por esta Dirección
General, en las citadas Resoluciones de 5. 6 Y 7 efe febrero de 1990.. que
concluyen en la necesidad de la constataciónn.·,gistral de tales .cláusulas
-en los términos que de tales resoluciones resulta... en coherencia con las
exigmcias de claridad y. precisión de Jos pronunciamientos registralrs y
de la necesaria expresión en el asienío de todos los pormenores del titulo
que definan la extensión del derecho inscrito. Unicamente habrá de
311adirse, en rclaeión con el extremo recogido en la letra b) de este tercer
defecto. Cjue es indudable' -.como afirma el Registrador y no se
contradice por el· recurrentc-' la necesaria consignación, en caso de
resolución, tanto del precio abonado como de los intereses satisfechos,
pues uno y otl"OS' integran la contraprestación del comprador que
equilibra la transmisión dominical perseguida;. y 'Que, ciertamente, el
titulo calificado no es suficientemente daro al respecto, pues al
establecer que «el vendedor al consignar el pn:do pagado en el momento
de ejecutar la resolución», naturalmentc podrían entenderse excluidos
de la consignación los intereses hasta el memento satisfechos, a pesar de
que las partes han querido en este contrato que tengan la misma
rclevanci;,¡ resolutoria que el precio.....

4. 'Respecto de la pretendida vulneración del artículo 10 de la Ley
de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984, ha de recordarse
la doctrina sentada por cste Centro directivo conforme a la cual los
medios de calificación de Que dispone el Registrador (artículo 18 de la
Ley Hipotecaria) impiden "el éste apreciar si las concretas estipulaciones
debatidas tienen caráctcrabusivo conforme a dicha Ley; y, por otra
parte, no puede identificarse [eom'o hace el Registrador al invocar el
artículo 10 letra e) número 2 de esa Ley) la facultad discrecional de
resolución a que -esta norma -así como el articulo 1.256 del Código
Civil",:,," se refiere con la resolución por impago al amparo del artículo
1.504 del Código Civil,

5. El defecto 4 de la Nota no ha sido impugnado por el recurrente:
y cn cuanto al recogido en el número 5, el propio Pre:sldente del Tribunal
Superior de eataluna -que es a quien en las cuestIOnes que plantee el
Derecho Civil de Cataluña corresponde dictar la resolución definitiva en
esos recursos- estima en el Auto apelado que corresponde a la Dirección
General decidir en este c~so porque. en rigor. aunque ia Nota del
Registrador aludc en su apoyo a la tradición jurídica catalana, «la base
de su argumentación se fundamenta en normas de Derecho Común».

Esta Dirección General ha acordado revocar el Auto apelado) la
Nota del Registrador, en los extremos recurridos, y salvo en cuanto al
3partado b) del defecto 3.

Lo que, con devolución del expediente original comunico a V, E.
p,arn su conocimiento y demás efectos.

Madrid. 11 de octubre de 1991.-El Director general, Antonio Pau
Pcdrón.

Excmo. Sr. Prcsidentedcl Tribunal Superior dc Justicia de la Comuni·
dad Autónoma de Cataluña,

Rt'<';OtL'("/0'" de 8 di' f/o\"icm{-¡rc de 199l. dc la DirC'(ción
C,e/1er,,¡ dc hu RegislI"o.\ r dd Solariado, el1 d recurso
gllbcrnafiro illl('lPIlC,{O por el Procurador de los Tribunales
dOI; Joaql11JJ "Hora! .·tralltla. el) //(!lIlhl"c d,' la SilldicQflIra de
la quiehra di' la Lnlulad I/Il'nallfl! ((PISTaS. Y . Ohras.
Socwdad .'Intil¡/¡¡¡a;), mnlra la Ilc\?atira del Regwrador de
la Prupinlud de JralllOlI!(' a ¡¡meucar ulI.a al1ot,!ciól1
prCI'CllllHl de Ii/la dCIIJulld" lfIodclllaf dd )IIICIO de qwcbra,

hcmo. SL: F.n el rccur~o gubernativo imcrpues\o por el Procurador
de los Tribunak's don Joaquín Mor.:?l Aranda. en nombre de la
sindicJtura de la quiebra de la Enlidad mercantil «Pistas y qbras.
Sociedad Anonillla». contra la ncgatlvadcl Registrador de la Propiedad
de A\amonte a practicar una anolacion prcvenuva de una demanda
incidental del JuiCIO dc qUlCbra.

HECHOS

El día :3 de marzo de 1986, el Juzgado d(~ Primera Instancía numero
8 de los de M;J.dnd dKl(¡ auto por el que declaró en estado de Quiebra
necesaria a la Sociedad mcrcanlll «(Plstas~' Obms. Sociedad Anólllma»,
fijanJ'O el dia 19 de octubIT de 1985 como fecha de retroacCión. 4- JU.~Ja
general de a(rccdon:s, celebrada el día 28 de abri1 de 1988.. deslgno la
sindICawra de la qmebra, y ésta. por escnto de .17. de abnl de I?89,
autorizada por el Cornis<'lrio. formuló dcmanda inCidental ante dICho
Juzgado frent(' a la Sociedad quebrada. la tOlalidad de sus acreedores
conocidos, la Entidud mercantil «Isla Cancla. SOCiedad Anónima»
(como t¡tul;:¡r rt'gistr2.! dc fincas que pudieran rcsu1tar <lf('ctada~ por la
retroacción) y contra cualquier aIra persona que pueda conslder~rse
pt'ljudicada por la pretensión que se soliCita, a fin de que se dicte.

-'S<'ntencía por la que se ded3re que los efc<:tos de la quiebra necesari.a de
~(PisL.1.s y Obras. SOCIedad Anónima», se retrotraen a la del d¡~ 13 de
octubre.de 1983, y si a cllo no hubiere lugar, a la fecha an~enor a la
presentación de solicitud d{' quiebra necesaria que resulte de la prueba
que se, practique, y solicitó. al amparo dc lo displ,lcsto por. la. Ley
Hjpotecaria, se acordase la anotación prcventiva de la demanda u~Dd~n­
tal sobre URa finca propiedad dc la Sociedad quebrada, que hu~¡a Sido
transmítída a «Isla Canela, Sociedad Anónima>):. dentro del penodo de
retroacción Que por la demanda se pretende fijar. . .

El Juzgado de Primera InstanCia número 8 de los de Madrid, l?or
providencia de 27 de óJuril de .1989, tuvo por formulada ~a refenda
demanda \' ordenó la anotación de la demanda en el Registro de la
Propiedad' de Ayamohlü, e.\))idiendo por duplicado mandamiento al
señor Registrador dcl citado Registro para que se llevase a efecto lo
ordenado en el mismo.

II

Presentado el anterior n{;;;~~mi~~lOen e''''Registro de la ~~pied;d
de Ava monte, fue calificado ce·n la siguiente nota: Denegada la anota­
ción orden<lda en el precedente.: mandamiento por los siguientes defec­
tos: 1) Falta de identificación del Juez que la ordena (artículo.s 9·6.,(1 de
la Ley Hipotccaria y 5J-ll de su Reglamento), 2) No se Inserta el
partic'ular de la providencia respectiva, ni consta su firmeza (artículo
165 del citado Reglamento), 3) 1'\0 es susceptible de anotación la
demanda cuyo exclusivo objeto es la constancia registra! de la retroac­
ción de los efectos de una quiebra, ni procederia ext~nderla sobre fincas
quc no figuran inscritas a üwor del quchr:ldo (articulas 42-10,20·2 Y \7
de la Ley Hipotecaria v Resolución de la Oin.xóÓnGeneral de 14 de
enero de 1979). Los efectos de los apaliados 1) y 2) se califisan (c~m9)
digo de subsanables y los del 3) insubsanahlcs.-Ayamontc. ~7 de juma
de 1989.-EI Registrador (firma ilegible).-Firmado: Salvador! G ...'{ITero
Toledo.

III

El Procurador de los Tribunales don Joaquin Moral Aranda inter·
puso l"l.."'Curso guocrnativo contra 1..'1 anterior calificación. y alegó: A) Que
se deniega la anotación ordenada por. no constar la fi1.'meza de la
jJrovidencia enla que aquéll::l s(" ordt'na. ll1vocándosc el articulo 165 .d,el
Reglamento Hipotecario, pero a pesar de la hteralidad de la exprcSlOn
,iÍil"llH'» de dICho prcccplO. existen supuc.stos, como el que se contempla,
quc no es preceplivo que aparezca dicha expreSIón, pu.csto que la
providenci'i es :::jecutiva desdc el momenlo en el qu.e se dicta. Qu.e en
el momcnto actual, la ejceutividad de la providenc13 de refcrencHI se
encuentra ex.duida del citado artículo. En electo. esto se deduce de la
modificación introducidJ por la Ley 34/1984. de 6 de ago.s,to, en la Ley
Proccsal en los anículos 376 y 377. Por tanto. la denegaClon en cua~~o
a e~tc punto es COl1lruria [1 las disposiciones legales; y B) Que tamblen
!:ie deniega la anotación por no ser suSC"cptibl.e de .dar lugar a ella la
demanda CUYO oclusiYO oh1eto es la constanCia reglstral de la retroac~
ción de los efectos de una Quiebra, ni procede cxtenderla sobre fincas
qu\' no !iguren Inscritas a favor del quebrado. En este punto hay Que
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señalar lo declarado por las Resoluciones de 21 de diciembre de 1925,
9 de agosto de 1930 y 9 de junio de 1942. y, por tanto. se infringe la
norma contenida en el párrafo 3.° del articulo 1.0 de la Ley Hipotecaria.
QueJa doctrina de la Resolución de 24 de enero de 1979 es inaplicable
al supuesto que se examina. pues en el supuesto de aquella tenía por
finalidad anotar preventivamente una declaración de quiebra- yen el de
éste anotar una demanda de propiedad. Que mientras que la declamción
de retroacción de la quiebra se produce y surte los efectos que la Ley le
atribuye. es imprescindible adoptar las mcdid¡¡s cautelares precisas para
evitar que la resolución judicial se convierta en una mera dcdaracion en
detrimento de la justicia. finalidad que ya tuvo en cuenta el legislador
hipotccariode 1861, al justificar la consagración de las .motaciones
preventivas de demanda. estableciendo y regulando diversas medidas
G.llltelares para garantizar el cumplimiento de las decisiones judiciales.
lo quc ha venido a ratificar a través del tiempo la Dirección General de
los Registros y del Notariado. en la Rcsoludón de 25 de septiembre de
1'971. entre otras. Que si la sentencia de retroacción lleva inhcrente
(al1ículo 878.2 del Códig.o de Comercio) la nulidad de los contratos
cclebrados por el quebrado a partir de la fecha, que aquélla fije
(Resolución de 22 de febrero de 1977). habiendo el Registro de cancelar
(articul'o 82.2 de la ley Hipotecaria y Resoluciones de 28 de febrero de
1977 y 24 de enero de 1979) los asientos producidos por aquéllos, no se
podrá. discutir que la demanada inidadora de aquel procedimiento ha de
ser subsumida dentro del supuesto contemplado por el numero I del
artículo 42 de la Ley Hipotecaria, teniendo sustantividad propia e
independiente de la declaración del comerciante en estado de quiebra,
produciendo los efectos que se declaran en la Resolutión de 7 de junio
de 1910, doctrina,que se mantiene en las sentencias de.27 de febrero .de
1965. 25 de mayo de 1982, reiterada por la de 22 de marzo de 1985,
rcsultandoque el procedimiento de, retroacción tiene por objeto la
concreción ·,de la fecha en la que el estado de quiebra se produjo,
exigiendo, por tanto, la tramitación de un procedimiento contradictorio
en el que puedan intervenir todo,;; tos que tengan un intercs directo en
la fijación de JqucHa. Que la anterior afirmación resulta clara. teniendo
presente que: Al Li.ls pretli."sioncs l;k dedarnción de quiebra y oposición
a la misma es. autónÜ'm:.t"y no acumulable a la fijación4 rctroncclón de la
fecha en la que aqucllr¡, se produjo. B) El proccdimiénto de retroacción
no es un incidellte en el sentido procesal del juicio de quiebra, sino el
call.(C procesal para determinar jurisdiccionalmente el momento histó­
neo en el que el comt'rciante inCidió o se encontró en aquel estado; y e)
La pretensión de retroacción se hh de sustanciar en procedimiento·
comrndictorio. en el-1.ue puedan intervenir todos los que tcng.1n ¡nteres
cn el·mandamiento o modificación de la fccha provisoriamcnte fijada
pOI' el Juzgado. Qut'.. resumiento, si la fecha en la Que han de comenzar
los efectos de ur.tl quiebra. constituye el Objeto de una -pretensión
rwtónoma y distin:a de la declaración de aquel estado y para su fijación
cs precisa la sllstan¡:i.ación de un procedimiento declarativo y aquella
detcrnllnación lleva ;onsigo la nulidad «ipso jure» •de todos los
contr¡}tos~cckbrados pJr el quebrado a pm1ír de aquel momento, resulta

,>·::-:",..·jgente q~l(' ,J.'1,.d:;'\mnoil' ~¡oiciadora del procedimiento que tenga por
~,.jtifOii'pn:tcllsión de retroacción fia >de ser subsumido en el supuesto
definido por el número 1 del artículo ~.,~a Ley Hipotecaria. \

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, informó: Que
posteriormente a la nota de calificación, por conducto del Juzgado de
Primera Instancia de ,;\ya01onte, se recibió en la oficina del Registro el
cxrx-di..:n!e orig('ll del recurso, adjuntando una serie de documentos que
no se presentaron ni fueron tenidos en clIenta a la hora dc calificar, Y.
sin embargo. no tigui'aba el mandamiento objeto de call1icación. Que
par todo lo. expuesto hay que· tener en cuenta lo dispuesto en el último
párrafo de los artículos 113 y 117 del Reglamento Hipol~ario y las
Resoluciones de 14 y ~~ de julio de-1965, 15 de julio de 1971, 14 de
octubre de 1975 y 16 de diciembre de 1985. entre otras. Que, por tanto,
procede la ¡nadm¡~ión del recurso, sin entrar en el fondo del asunto, sin
p..:rjllicio del recurn:nte de presentar de nuevo los titulas para su
calificación, conforme al artículo 108 del Reglamento Hipotecario.

V

La i1ustrisima Magistrada·Juez del Juzgado de Primera. Instancia
número 8 de los de Madrid informó.sobre la tramitación e incldentes del
procedimiento ·de retroacción de la quiebra.

Vi

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía declaró
la inadmisíón del recurso, sin entrar en el fondo del asunto. fundándóse
en lo alegado pOr el señor Registrador en su informe.

VU

La Dirección General de los Registros y del Notariado, con fecha 31
de mayo- de 1990. en diligencia para mejor pro~eer, acordó la remisión

del mandamienlO caliljeado Como presupuesto necesario
conocer del fondo del asunto, para entrar a

V¡¡¡

< El día 13 de julio de I~9.0' este Centro directivo, una vez recibido el
cHado mandamiento remllló el mismo junto COn el exp d·
Pondiente al recu ·so 'd fi .' < e lente corres~

. .1 e n.~ t.'rencla. al excelentisimo señor Pn's;d t d 1
TnbUl~al Supenor de JustICia de Andalucia, a fin de que s .. en eJe
,actuaCiones. e repongan as

JX

El ,Registrador de !a Propiedad de Ayamonte, una vez recibido el
exp~dlen~e correspondiente al reCUrso, intormó: L Que.-SC mantienen en
su Integndad los defectos 1 y , de Ja nota ~we·'·' b' d1 . - . - .',.' ., ...' no son o ~eto e
rec amaClon. 11. Que los argumentos jurid~'t:os que se invocan en 1 t
L'I1 ll? ref<:~entc al tercer defecto.se ex¡raer¡ 4e diverSas Resolucio~e~~:
la Olrecclon General de los Registros ydcl Notariado como lad "4 d
~n~rode 1979,20 de enero de 1986 Y28dcjuliode 198& lfI QC_ e
ultllno, en .c~n.to a .la competencia del Registrador· en' ord~~P~r
documen~Q Judlc~al caJ¡~cado. hay que ~itar el artíCUlo 100 del Regla­
mento Hlpülccano y rClteradas ResolUCiones que lo interpretan.

x
. ' ,-,:'- "

.El Prcsid>ent~ del Tribunal Supe:ior de Just\?ia de Andalucía acordó
unwcl antenor Informe a las actuaCiones, revoco la nota del Registrador
fundándose en que lo quc se trata es de anotar preventivamente un~
demanda que es subsumibJe en el supuesto numero 1 del articulo 42 de
la Ley Hipotecaria. y quc. en virtud de lo anterior,' tampoco. se vulñcra
el artículo 20-2.0 de la Ley Hipotecaria.

Xl

El señor Registrador apeló el auto presidencial manteniéndose en sus
aleg(J(.'ioncs, y añadió: Que son contradi~torios los fundamentos jurfdi­
cos del auto apelado; que .10 que en reahdad se pretende \'S anotar'una
demanda incidental de qUIebra promovidlt' 'para determinar la f~chJ' de
la retroacción que habría de practicarse sobre finca inscrita a nombre de
tercCro. y, en c-ondu:siúll, la anotación pretendida hüY que rechazarla: ~)
Porque la fecha de retroocC'Íón es un mero elemento 'Jr;cesorio··de ,La
qUiebra y la admisibilidad de una .anotación destinadaexc\usivamclIté
a publienr aquélla chocaría abiert<lmcrrte con' el criterio del «niimerus
c1aüsus» qlleestablcce el numero \0 del al1ículo 42 de la Ley
Hipotecaria, conforme resuelven las Resoluciones de la Dirección
Geneml de 24 de enero de 1979 y las anteriores de 14 y 31 de diciembre
dc 1960. b) Porque ello implicaría admitir la ineficia ~(ipsu iure» de los
actos del quebrado realizados dentro del período de retroacclón, teoría
hoy superada por la doctrina sentada por las Resoluciones de 20 de

'enero de 1986, 28 de julio de 1988 y 7 de diciembre de 1990: yc) Porque
no siendo, anotable la demanda por su objeto, resultaría. adcm::ts,
imposible practicarla para asegurar anticipadamente las resultas de tos
posteriores juicios',de rcm1egraóón de Li masa que pudiernn cntabbr,;~
caso de prosperar aq-uél1a. Que el prmcipio de tracto sucesivo rige
,también en matelÍa de ~notaclOnese impide el acceso al Registro de una
anotación quc afectaría a una titular rcgistn:lL que no ha SIdo dtm~n­
dado en e-I oportuno procedimiento, todo ello en armonía cón los
principios d¡:clarados en los artículos 1 d.c·la Ley HipotcCJria. 2-+ de la
Conslitucióñ Espanola y 100 del Reglamento Hipotecario en relación
con el 18 de la Ley Hipotecaria,

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los artiCUlas 24 de la Constitución Espo.nola. giS y siguielltcs
del Código de Comercio. L 20, 38,40. 41 Y 81 de la Ley Hipotecaria y
las Resoluciones de 13 de febrero de 1919, 9 de agosto de 1(}41, 20 de
marzo de 1954. 6 de julio de 196.2, 24 de enero de 1~79, 215 de julio dc
1988. 7 de noviembre. 8 de novlCmbrc y 14 de novlcmbre de 1990.

l. En el· pr;;nte recurso debe decidirse si de. una dl~manda
incidcntal del juicio de quiebra por la que se pide la rectJficaCl9n de la
fecha de retroacción inicialmente fijada puede tom¡ll"5e anotación
preventiva en el falio de una linea que había SIdo enajenada por el
qucbnido justamente en la época que se pretende inclUIr en el pcnodo
de retroacción, habida cuenta que dicha demanda ha sido dirigida, entre
otros, contra el adquirente del quebrado, titular registral actu<ll dr la
finca a anotar.

2. Dada la relevancia jurídica bifrontc de la declaración judicial de
quiebra. en cuanto que, por una parte, se proyecta hacia el futuro.
provocando la inhabilitaci,ón del quebrado por la administración de sus
bienes (vid. articulo 878_1.° del Códig.o de Comercio) y, por otra, opera
retrospectivamente poniendo en entredicho la validez y eficacia de la
actuación jurídica del quebrado. inmediatamente anterior a la declara­
ción (vid. artículos 878-2 y siguientes' del Código de Come':'Cio). ~abrá
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Exc'mo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de JuslÍcia de Andalucia,

En el recurso gubanativo interpuesto por el Notario de Badalona,
don ~1anuel Pérez Martillez. contra la negativa de la Registradora ,de la
Propiedad numero 2 de dicha-: ciudad, a inscribir una escritura de
compraventa.

, 1 'c noclffiH:nto legal de su constatatlon tatmlar
de cOI:clUlrst qu~ e r~ ü doblc peculiaridad. \' por dio, y <lUlH.lUC la
dehertl adc('uarsl: a es a ,..' ,,' f vor de la pcr50na
p~'imera \'er~ient,e reclamc, I~ g~'~I~~a~:~I~l d'ct:~l~iet'r;~ no d~bcr~ r{'c~a~
dnl'\:t:lm("~ll~, afectada ~o~ ~1 1fl' ( tI(' se So.Üsf:lgan I<\s ~cm<:-s cXlgeOC13S
7~llS\' el rdl\Jo tabula~, SIC • '\al- en los folios abH:nos a las finca~
g~ncrtlks dl' nUl:~:lll'? sC",IC,!1~,~~.ca~s~dl1uircnt~sJcl quehrado que puedan
actllalnk'lltc tn~ln as l a
rcsultnr E1koad~s ~rlccl~:ds'-, d~ ~"le Centro dírectí\o (\'id. Rcsoluciones

"\ EsdoctnnaICII .. " 1.:1.:.>, 9f]) -1"" 'd·1- " '. l' d 1988 7 de nO'dembrc de ,19 'lUl." os aSientos .1:

ir 28 ~e !t~~O b~jo la s~haguardia de los Tnhuna\('s, dl~odo que" s.m
Cglsl10 (~< ~ ;0 d: sus tituhres o sin la oportuna declaranon judICial

c1,t·Olls'-'n,t1n~H:.n, dccuado ::hreclall1ente enlabiado contra, ellos, no
(1ldadn (11 J~ll~l~ ados ni puede hacerse constar r.::n los fohos. de las
pu~~dcn ser lcdl Jea. . ~ o a en emredKho fa
fint'ns n:sp{'('1,I\'US clr~lul nstam::,w \algll"'J'S ~O\; SI; :;[13 Le\' Hipotecaria);
~,,' "., 'y,b aql'c os (3f\WU os. , ' -, \

Ct\L.lUa Pl_,l¡-"~ U'¡ -,_ U"t'll lo' folios de las fincas c-naJcnndas por e
es- po.r t't~ 1-~\~: o í ¡;críoó..::'l ·el: rctn;l:¡::"::-lúI1 nl' puede ser anotada la
(jllc

l
bl3 ? u~"nte.ell'·_a d;~'ri.da en un proITdlmiento en el que no son

dcc arn('lon oe qUlc, ~I-"". le - d' ';\1. id Jostl1uíarcs rcglstraks actua ~ ,e aqul: as. ,
eiwgos ~:l~ra ~;icl1, de la exclusión oc l.a. i.'On.s13nCla ubular. p~r ~'.la de

. ,', i la nl"fa f(,i.'ba de rctroaeClon fijada en una dccl;lIaClon deanolaoon. 1: e ,. < ". , - I . I 1 I d \uiebra dictada sin citaLÍón m audl{:ncJa del \1t,u. al' n:'glstra ae un _~ a
~ :-a sobre la quc sc prctende aquella 3nota(lOn. no puede dedu\.lrse
d~~omáticnll1Cntc la exclusion d~ la anoHlclón de una dcma!,.da ~~ que
se pretende la alteración postenor de la fe.cha de ~~troacClon 11l.IClal~
mcnle fijada cuando aqucll::! drm[lnda se dín~(' tamble,n ~on~ra e.l t!tular
registral a(\~al de la finca a ·unotay. Se trona d'¡>~os hlpotcs15 dlstmtas¡
or cuanto cn esta última se persIgue la anotaC:lon de ~n~ demandn: y,

~or otra parte, no debe 'de~con?Cerse: a) el amplio en.teno mt~rpr~,tallvo
fijado por este Centro dll.-ectlvo ~l trular de prcclsar ,el. am?hO del
aríículo 42_1.° dcta Lcy H,lpotecana, d.ando'ent~ada en el ;no solo a las
demandas en que se ejercita una aCC:I~m real, 5100 tamblen a aquellas
011";1S en que se hace \'aler u,na p~tenslo~ pura~'l:'n~e pc~sonal que p,ueda
cO'1ducir a Llna mutación JundlCo-real I11mob¡{lana (Vid, ResolUCIOnes
de"3 de febrero de 1929.9 de agosto de 1941. 29 de marzo de 1.9S~,Y
6 de julio dc 1962; b) la considerable trascendenCIa que l~ flJacton
defll1iti\a de la f echa de l"ctroacc\ón de una quiebra lleva mhef('nte
respecto O los actos dispositivos venficados por el qucbrn:do durante ese
p;:riodo (vid, artículc W';l8-2.0 del ,~ó.dlgo de ComerCIo); c} Q~!ela
\km;¡nd::¡ :lhor:l cuestionada se ha dlflgldo, entre otros, contra el tItular
registral aetual dt"'\a finca sobre la que se pretende ,anot~r, po~ lo que
J1parcccn satoisfecha!> las exigencias inherentes al pnnclplo reglstral .de

I''''tr[l('to sucesivo t¡¡rtÍl'Ulo 20 de la Ley Hipotecaria) y al más genenco
postulado de protITción jurisdicr-ionai de los derechos (arHculo 24 de la.
Constitución Española), ,

Esta Dirección Grneral ha aéordado desestimar el recurso inter­
pllc~to, confirmondo el auto apcbdo.

Lo que. con dc\'olución del expediente original, comunico a V. E,
para Stl conol'llniClllO \' demás efectos.

?\1adrid, 8 de no\'ieíl1brc de 1991.-El Director general. Antonio Pau
Pedrón.

II

v

La· Registradora informó que cn la' nota de calificación lo que se
cuestiona t.'s que con la' parte inscrta en el tCHimonio respecto ~ .las
facultades del Administrador, no es bastante para hacer el juicio POSItiVO
de que d Adminis-trador eSla facultado por los Estatutos para comprar
bienes inmuebles por 10 que es netcsariotener a la vista el resto de los
Estatutos: que el rccurso interpuesto queda reducido al ámbito doctrinal;
que en la nota no se cuestiona el que ·la Sociedad exista, ni que el
comp::uecicme por la compradora sea su Administrador, ni sus faculta­
des, ~illO tan sólo que lo rcseitado en la escritura '10 es suficiente; que
con el inserto en esta últíma no es· posible saSer si el acto es o no
contrario al objeto social, puesto quena, consta éslt.', Entrando )-a
propiamente en de~n'ill de la nota. realiza únlargo y'1etellido estudio
acerca de la fuente del nacimiento de la.. rr~'eS'lt\tacióu y ,l.el tíl,·1 ';.',
kgitimacíón externa y la c~'w,:cslOn del contrato celebi',;i.ío <;;~--:, ~~:
represcntante con el re,?;~ttado. subrayando que cuando el acto
realizado por el Admí,ust.aoOf está dentro del objeto social no es
necesario atcnder a naJa más. así como tampoco si esas facultades sc
han ampliado en los Estatutos sociales o ha habído una autorización
cspccifidl de la 11--1nta general. Que los títulos traslativos otorgados en
nombre de otro son títulos complejos que constan del título prevío de
la reprcsentación y del acto o contrato quc produce el representante con
la parte con quien contrata y cada uno de estos dos titulas implica una
calificación, y cn este supuesto concreto no se ha presentado el titulo
integro del primero. POI' eso el Registmdor, en d ejercido de su función
solicita la aportación de la documentación complementaria que necesita,
tal como ya declaró la Resolución de 27 de septiembre,de 1978. y asi lo
ha hecho quien informa y lo ha enten9ido la Sociedad compradora al
<¡portarlos entre dios el acuerdo de la Junta general dc eompra del
inmucble de la misma techa que la escritura por lo que ya puede
procederse a su inscripción,

El Notario autoríZ3nte del documento interpuso recurso gubernativo
y alegó: Que aun cuando -se ~um'plimentasc la exigencia de la R~gisüa­

dora. a fin de no (ausar perJUICIO a los otorgantes. que se conslderara
entonc("s interpuesto el recurso a efectos doctrinales; que en la escritura
queda totalmente acredllado la inscripción de la Sociedad en el Registro
Mercantil. el nombramiento del cargo de Administrador a favor del
otorgantc. la duración indefinida del mismo, las facultade,s que ostenta
\' la manilc~tación del mismo dc la subsistencia de su cargo. así como
in nianifestación por el <Iutoriz<lnte de que en lo omitido no hay ~<nada
que altere, modifique o d<..'Svirtúe 10 inscliQ)): que del artículo 10 de los
Estatutos sociales se aprecia la facultad representativa total que se
concede al ,\dministrador, que además es único; que conforme a dicho
artículo para que no estuviese facultado habría que negar el carácter de
contrato a la compraventa, lo que no es justificable, y cita por otro lado
en su apoYO las Resoluciones de 2 de octubre de 1981 y 12 de mayo
de 1989, ási como la interpretación alal6gica del articulo,J29, 2. de la
Le\" de Sociedades Anónimas vigente al tíempo de la calificación del
documento.

III

Presentada la aP.-tc-rio[ escritura en el Re-gistro de la Propiedad
número 2 de Badalona fue calificada con nota del tenOr literal siguiente:
\\SUSpCndlda la mscripción dd prt'cedentc documento por el defccto
subsan<lblc de no acreditarse las facultades del Administrador de la
<.::ompradora, 3i¡;:11~o insufi~ient~s los tc'rm.i~os ~e.slimoniaks en la
escritura para realll.ar la cahflCaclón dc la kgltlmaclon, por lo que debe
acompallarsc copia aUlL'nllca, tt'stimonio o cer~i~cación'del Re~istro
Mer(anül. en,orde-n a las fal'ultades de tal AdmlOlstradOL Se extiende
lu prcs.:ntc nota, a pdicíón (~xpresa del pre3Cntante. Badalona. l2 de
110\icmbre -de- 1990. El RegIstrador. Firma ilegible».

RESOLUC/Ol'\¡' de 1/ de.J1oriemhre de 199/, de la Direc­
ción General de los Registros)' del Notariado, en el recurso
gubernatil'o íl1!erpuesto por el Notario de Badalona, don
JLmucl Percz Marflíw=, contra la negafÍl'a de la Registra~
dora de la Propiedad nlÍmero 2 de dicha ciudad, a inscribir
ulla escrilllra de comprarel1!o,

30284

HECHOS

En escritura autorizada ante el Notario de Badalona. don Manuel
Pérez Martínez. el 29 de septiembrc de 1989. los consortes don Amonio
Torronteras Font y doña MontseITat Garría Amor vcndil."'fon un
inmueble de 3S metros cuadrados, sito en dicha ciudad, a la Sociedad
«Muebles Apolo, Sociedad Limitada)~, representada por su Administra­
dor (mico, don Nicolás García Uarci'L El artículo 20 de los Estatutos
sociales testimoniado en la escritura establece: «La Gerencia o Adminis­
tración de la Sociedad, su represcntacion en juício y fuera de él, y el uso
de la firma SOCIal. se hallan a car~o de un Administrador único,
nombrado por la Junta general de SOCIOS, que podrá rL"alízar toda c\a!>c
dc actos y contratos)},

El Pr('sidentc del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en AUla
de 19 de febrero de 1991, confim1ó l~ nota de 1<1 Rcgistradora en base
<JI artículo 1.259 del Código Cb'iJ. yen que si en términos absolutos es
Clcrto que la compravcnta es un contrato y una interpretación literal del
articulo 20 de los Estatutos ampararía la pretensión deducida. no lo es
menos que por este camino el· Administrador podría también donar
bienes, solicitar préstamos. constituir hipotecas y en suma liquidar la
Sociedad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

\' Islas los articulos 11 de la Ley de 17 de julio de 1953; 76 de la Ley
de 17dejuJ¡od~~ 1451: 129.133.L°\' 134.2.° de la Le\' de Sociedades
Anónimas vigente, )' 117.'1,° del Reglámento del Registro MercantiL la~


